
Comentario General sobre la desaparición forzada como delito continuado9

Preámbulo

Con el fin de centrar la atención de los Estados más eficazmente en las

obligaciones pertinentes emanadas de la Declaración sobre la protección de todas las

personas contra las desapariciones forzadas, el Grupo de Trabajo sobre las

Desapariciones Forzadas o Involuntarias decidió aprobar un comentario general acerca

de las disposiciones de la Declaración que pudiesen requerir ulterior explicación.

El siguiente comentario general complementa el comentario general anterior

sobre el artículo 17 de la Declaración en relación con la interpretación del carácter

continuado del delito de desaparición forzada.

En derecho internacional, "la violación de una obligación internacional mediante

un hecho del Estado que tiene carácter continuo se extiende durante todo período en el

cual el hecho continúa y se mantiene su falta de conformidad con la obligación

internacional" (artículos sobre la responsabilidad del Estado por hechos

internacionalmente ilícitos, resolución 56/83 de la Asamblea General, art. 14, párr.

2).

Diversos tratados internacionales y tribunales internacionales, regionales y

nacionales han reconocido que la desaparición forzada es un acto que continúa y un

delito continuado.

El artículo 17, párrafo 1, de la Declaración de las Naciones Unidas sobre la

protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas reza:
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"Todo acto de desaparición forzada será considerado delito permanente

mientras sus autores continúen ocultando la suerte y el paradero de la persona

desaparecida."

Este carácter continuo de las desapariciones forzadas tiene consecuencias por

lo que se refiere a la aplicación del principio de no retroactividad, tanto en el derecho de

los tratados como en el derecho penal.

El artículo 28 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, de

1969, establece que:

"Las disposiciones de un tratado no obligarán a una parte respecto de ningún

acto o hecho que haya tenido lugar con anterioridad a la fecha de entrada en

vigor del tratado para esa parte ni de ninguna situación que en esa fecha haya

dejado de existir, salvo que una intención diferente se desprenda del tratado o

conste de otro modo."

Algunos Estados han adoptado también la práctica, cuando ratifican una

convención, de formular una reserva en la que establecen que el tratado no se aplicará

a actos que hayan sucedido antes de la entrada en vigor de ese tratado para el Estado.

Asimismo, la Declaración Universal de Derechos Humanos dispone, en su

artículo 11, párrafo 2:

"Nadie será condenado por actos u omisiones que en el momento de cometerse

no fueron delictivos según el derecho nacional o internacional. Tampoco se

impondrá pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del

delito."

En base a lo expresado anteriormente, el Grupo de Trabajo ha decidido formular

su comentario general en los siguientes términos:

Comentario General

1) Las desapariciones forzadas son el prototipo de actos continuos. El acto

comienza en el momento del secuestro y se prolonga durante todo el período de tiempo

en que el delito no haya cesado, es decir, hasta que el Estado reconozca la



detención o proporcione información sobre la suerte o el paradero de la persona

desaparecida.

2) Aunque una conducta viole varios derechos, incluido el derecho al

reconocimiento de una persona ante la ley, su derecho a la libertad y a la seguridad y el

derecho a no ser sometida a tortura ni a otras penas o tratos crueles, inhumanos o

degradantes y viole, además, el derecho a la vida o lo ponga gravemente en peligro, el

Grupo de Trabajo considera que una desaparición forzada es un acto único y

consolidado y no una combinación de actos. Aun cuando varios aspectos de la violación

puedan haberse completado antes de la entrada en vigor del instrumento nacional o

internacional pertinente, si otras partes de la violación persisten, y mientras no se

determine la suerte o el paradero de la víctima, deberá considerarse el caso y no

deberá fragmentarse el acto.

3) Así pues, cuando la desaparición forzada se inició antes de la entrada en vigor

de un instrumento o antes de que un Estado determinado aceptase la jurisdicción del

órgano competente, el hecho de que la desaparición continúe tras la entrada en vigor o

la aceptación de la jurisdicción atribuye a la institución la competencia y la jurisdicción

para entender del caso de desaparición forzada en su conjunto y no sólo de los actos u

omisiones imputables al Estado que se produjeron tras la entrada en vigor del

instrumento legal pertinente o la aceptación de la jurisdicción.

4) El Grupo de Trabajo considera, por ejemplo, que cuando se ha reconocido que

un Estado es responsable de haber cometido una desaparición forzada que comenzó

antes de la entrada en vigor del instrumento jurídico pertinente y que persistió tras su

entrada en vigor, el Estado incurre en responsabilidad por todas las violaciones

derivadas de la desaparición forzada y no sólo por las violaciones que se produjeron

tras la entrada en vigor del instrumento.

5) Análogamente, en derecho penal, el Grupo de Trabajo opina que, como

consecuencia del carácter continuo de la desaparición forzada, es posible condenar a

una persona por la desaparición sobre la base de un instrumento jurídico promulgado

después de que comenzara la desaparición forzada no obstante el principio

fundamental de no retroactividad. No es posible separar el delito, y la condena debe

abarcar la desaparición forzada en su conjunto.



6) En la medida de lo posible, los tribunales y otras instituciones deberían

considerar la desaparición forzada como un delito o una violación de derechos

humanos de carácter continuo mientras no hayan cesado todos los elementos del delito

o de la violación.

7) Cuando una ley o un reglamento parezca contradecir la doctrina de la violación

continuada, el órgano competente debería interpretar la disposición de la manera más

restringida posible a fin de ofrecer un recurso o poder enjuiciar a los autores de la

desaparición.

8) Con el mismo espíritu, las reservas que excluyan la competencia de ese órgano

con respecto a los actos u omisiones que se produjeron antes de la entrada en vigor del

instrumento legal pertinente o a la aceptación de la competencia de la institución,

deberían interpretarse de modo que no constituyan un obstáculo para hacer

responsable a un Estado de una desaparición forzada que continúa después de ese

momento.


